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El Servicio Paz y Justicia es una organi-
zación de promoción, defensa y educa-
ción en y para los derechos humanos y 
la paz.

Integra la red latinoamericana, Servicio 
Paz y Justicia en América Latina, articu-
lada a través de doce Secretariados Na-
cionales.

SERPAJ Uruguay fue fundado en 1981, 
con el cometido de promover y defen-
der los derechos humanos, entonces 
violentamente vulnerados por la dicta-
dura cívico – militar.

Recuperada la democracia, redimensio-
nó su labor, orientándola al monitoreo 
del Estado respecto al cumplimiento 
de sus obligaciones en materia de de-
rechos humanos y a la elaboración de 
propuestas en la materia.

Desarrolla actividades de investigación 
y reflexión, atiende situaciones de vul-
neración física y psíquica, formulando 
también su denuncia; promueve la pers-
pectiva de derechos humanos mediante 
la realización de cursos, seminarios, ta-
lleres y la publicación de diversos mate-
riales; difunde su propuesta de Educa-
ción para la Paz y los Derechos Huma-
nos en interacción con diversos sectores 
vinculados a la educación; año a año da 
seguimiento a la situación del sistema 
carcelario nacional con énfasis en los 
derechos de las personas privadas de 
libertad; participa en eventos sobre la 
temática en espacios nacionales, regio-
nales e internacionales; brinda informa-
ción especializada a través del Centro de 
Documentación y Biblioteca “Luis Pérez 
Aguirre” y del portal Web www.serpaj.
org.uy. Desde 1991 publica “Derechos 
Humanos en el Uruguay”, un informe 
de la sociedad civil sobre la situación de 
éstos en el país.

Estamos en:

Sede: Joaquín Requena 1642
11.200 Montevideo, Uruguay
Teléfono: (+598) 2408 5301
Fax: (+598) 2408 5701
Correo electrónico: serpajuy@serpaj.
org.uy
Web: www.serpaj.org.uy
Facebook: Serpaj-Uruguay
Twitter: @Serpaj_Uruguay
Instagam: serpaj.uy
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Derechos Humanos
en el Uruguay

En el marco del 10 de diciembre, SERPAJ Uruguay publica “Derechos 
Humanos en el Uruguay”, un informe sobre la situación de los derechos 
humanos. El libro recoge aportes de distintos sectores de la sociedad civil, 
que expresan los nudos, desafíos y avances en la materia.

Buscamos comunicar y difundir, a través de una labor sostenida, impulsar 
grados de materialización efectiva de los derechos humanos, a partir de del 
monitoreo continuo sobre el cumplimiento del Estado de sus obligaciones 
al respecto.

Es además, la concreción de una de las funciones que entendemos esenciales 
a la sociedad civil: la de producir información independiente, calificada 
y alternativa, que releve una sociedad informada, comprometida con el 
ejercicio de la ciudadanía y por ende, con los procesos de profundización 
de la democracia.

En esta edición integramos diversos temas, en tanto aportes a los debates 
públicos que atraviesan las agendas política, de la opinión pública y 
también mediática, esperando contribuir a la complejidad de las lecturas, 
posturas e iniciativas: verdad, justicia, impunidad, seguridad democrática 
y sistema penal, políticas de drogas, libertad de expresión y comunicación 
democrática, derechos de las mujeres, derechos de las personas transexuales, 
violencia institucional, derechos de niñas, niños y adolescentes, violencia 
de género, derecho a la salud, modelo de desarrollo y nuevos proyectos, 
políticas públicas de derechos humanos, derechos económicos, sociales, 
culturales y ambientales, entre otras temas y áreas relevantes.
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En homenaje a Efraín Olivera Lerena

No es posible poner en pocas líneas, una vida entera de activismo y solidaridad. Sin entrar 
en la riqueza de su historia en Emaús, su compromiso lo pone tanto en las Urracas como 
en “sabio”. En 1981 integra el equipo de 12 personas que fundan Serpaj, bajo la inspiración 
cristiana ecuménica, relacionándose con distintas organizaciones sociales y religiosas en su 
lucha por los derechos humanos y la paz, mediante metodologías no violentas y la denuncia 
internacional. Ha sido el único que, ininterrumpidamente, aún integra nuestro colectivo. 

Nobleza obliga: relatar un puñadito de actividades que no son nada representativas de su 
extensísimo y comprometido camino en derechos humanos, no le hace justicia. A título de 
anécdota y sin seguir cronología alguna, van a modo de vuelo de pájaro, algunas baldosas 
por las que ha caminado…

Foto: Agustín Fernández
Inauguración Memorial en ocasión del Ayuno de Serpaj 1983

Martha Márquez, Ademar Olivera y Efraín Olivera
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Estuvo en el estrado de una de las epopeyas democráticas más icónicas de nuestro pueblo, 
el “río de libertad” que nos movió el alma frente al Obelisco. Participó hasta la médula en 
el Ayuno de 1983, que finalizara con el caceroleo. Hizo jornadas por la Paz en El Salvador, 
otras sobre la guerra en las Malvinas y otra que se denominó “No matarás, ni con hambre, 
ni con balas”. Integró la Misión de Observación que constató violaciones graves y sistemá-
ticas a los derechos humanos en Honduras luego del golpe de estado. Fue coordinador se 
Serpaj América Latina y de nuestro Secretariado Nacional, varias veces. Fue participe de la 
creación y trabajo de la Concertación Nacional Programática (Conapro). En 1984, junto 
a otro puñado de compañeros, fueron unos de los primeros en llegar a San Javier, cuando 
torturaron a Vladimir Roslik hasta matarlo, lo que denunciaron ante la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos. Fiel y consecuente en el reclamo por el retiro de las Tro-
pas de Haití (Minustah), donde también estuvo de misión. Ha tendido la mano a decenas 
de personas amenazadas que llegaron a nuestro país. Camina por la memoria y sus sitios. 
Trabaja por la justicia y la equidad, por su comunidad, sus afectos y su descendencia. Junto 
a su entrañable compañera Kika, “son mucho más que dos”. Velará hasta el final de sus días, 
porque podamos saber cómo encontrar hasta el último/a desaparecido/a.

En memoria de Martha Márquez Garmendia 

Pocas alquimistas podrían transmutar el durísimo exilio (en Chile primero y luego en Fran-
cia) en un activismo tan constructivo como solidario. Su inteligencia, lucidez, humildad y 
humanidad de la mano, con un don especial de escucha sensible y sin juicio, la convirtieron 
en una referente indiscutible e inolvidable de quien en la vida, se cruzara con Martha.

En 1985 con un deseo profundo de retorno y esperanza, ofrece su capacidad de trabajo, su 
admirable tenacidad en sostener procesos y esa condición de apasionada del pensamiento 
y de la vida, traducida en acción para estudiar el Derecho desde una perspectiva de género. 

Fundadora del Grupo “Derecho y Género” de la Facultad de Derecho (UdelaR) y de la Red 
Temática de Género, investigadora del Instituto de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social, Consultora externa de OIT, redactora del primer proyecto de ley sobre Acoso se-
xual, entre muchísimas y valiosas publicaciones. 

Desde 2002, integraba la Red de Amigas y Amigos de Luis Pérez Aguirre. La coherencia 
del pensamiento de Perico se reflejaba nítidamente en su integridad moral, su rigurosidad 
en el pensamiento, con una mezcla de discreción y austeridad y una inconmensurable cali-
dez humana.
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Introducción

Cuando este libro esté en tus manos ya habrá culminado el ciclo electoral iniciado el 
28 de octubre con la elección de senadores y diputados. Por el tiempo editorial que requiere 
para que esté pronto en el entorno del 10 de diciembre, no tendrá información sobre el 
resultado concreto del ballotage que se realizará el domingo 24 de noviembre. 

Sin embargo, a la luz de los acontecimientos, declaraciones y actitudes que signaron 
la campaña electoral, pensamos que desde la etapa dictatorial hasta ahora, la lucha por la 
vigencia de los Derechos Humanos no había enfrentado los enormes desafíos que están hoy 
en el horizonte político y social de nuestra sociedad. 

Los escenarios de confrontación se acentúan y muchos discursos apuntan a barrer las 
conquistas logradas en los últimos años en materia de derechos, especialmente los derechos 
laborales y de género. 

Es un panorama que se repite hoy en América Latina, donde los sectores que siempre 
detentaron el poder, pugnan por una nueva restauración que anule los avances logrados por 
los movimientos populares, especialmente aquellos vinculados a organizaciones de muje-
res, sindicatos, pueblos originarios y grupos ambientalistas.

Así, las políticas represivas se acentuaron peligrosamente, suponiendo retrocesos so-
ciales pero sobre todo graves riesgos para la paz en cada uno de los países y también para la 
región en su conjunto.

En aras de la defensa de los derechos humanos tenemos que hacer un análisis de lo que 
está aconteciendo hoy en nuestra América, para tratar de entender a qué peligros podemos 
enfrentarnos en nuestro país. 

No solo la explosiva y compleja situación de Venezuela incide en este estado de cosas. 
Basta ver lo que aconteció hace pocas semanas en Ecuador y lo que está sucediendo en 
Chile para entender como la protesta frente a las situaciones de injusticia social pretende 
ser ahogada con represiones salvajes que marcan un aumento exponencial de la violencia de 
Estado contra la población. En ese punto, un hecho que no puede pasar inadvertido es la 
utilización de las fuerzas armadas para la represión de las protestas, lo que supone un paso 
más en la escalada de violencia que pone en riesgo la convivencia pacífica. 

Otros países, como Colombia ostentan desde hace décadas una silenciada “guerra su-
cia” de grupos paramilitares contra los sectores campesinos, los defensores de derechos hu-
manos y el periodismo independiente que causa, año a año, decenas de muertes. Sin llegar 
a ese extremo, Paraguay muestra hoy un clima acentuado de persecución hacia sectores del 
campesinado, organizaciones de base y pequeños partidos radicales de la oposición. 
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Un capítulo aparte merece la situación de Brasil, donde el gobierno de Jair Bolsona-
ro muestra sin descaro la aspiración de convertirse en un gendarme del imperialismo en 
América del Sur. No solo con la intromisión en los asuntos internos de otros países con 
comentarios sobre sus “elegidos” en las elecciones que se realizaron en cada país, sino con 
sus repulsivos comentarios de Twitter. Allí se evidencia el desprecio y la absoluta falta de 
respeto hacia toda diferencia (sea política, sexual, de género, racial o religiosa) que hacen de 
este oscuro personaje un difusor de ideas de claro tinte neofascistas. La desforestación de la 
Amazonia, la entrega de tierras destinadas a las distintas poblaciones indígenas a empresas 
mineras o a grandes latifundistas, los planes de privatizar las grandes empresas públicas, 
muestra el saqueo al que el gobierno de Bolsonaro somete a Brasil. El aumento de la violen-
cia contra las poblaciones faveladas y la criminalización de los sectores pobres forman parte 
de sus políticas, sumado a los desplantes y el belicismo del que hacen gala sus hijos. No hay 
que olvidar que este personaje –que llegó a la presidencia por la prisión del principal can-
didato, Lula- es un férreo defensor de la dictadura brasileña y admirador de uno de los más 
connotados torturadores de esa dictadura. Aún no está claro, cuanto incidió en la autoría 
intelectual del asesinato de Marielle Franco. 

El golpe de Estado contra el gobierno de Evo Morales en Bolivia, organizado por la 
oposición y financiado desde el exterior, muestra el cada vez más flagrante intervencio-
nismo de la derecha internacional y particularmente del gobierno de Donald Trump en 
América Latina. La violencia desenfrenada, el ataque a autoridades locales y nacionales del 
gobierno de Evo y los desmanes de todo tipo que se dieron en esas horas, muestra hasta 
donde están dispuestas a llegar las elites económicas y los grupos de poder para la defensa 
de sus intereses. La tragedia que vive Bolivia nos debe poner en alerta sobre las situaciones 
de violencia que se pueden desencadenar en cada país de acuerdo a como se procesen de-
terminadas situaciones de crisis. En esto, no debemos subestimar el rol de los grandes me-
dios de comunicación ni el papel jugado por la OEA, desatando campañas de desprestigio 
contra los regímenes denominados “progresistas” y ocultando al mismo tiempo las graves 
violaciones a los derechos humanos que se cometen en otros países. 

Vale la pena este rápido y sin duda incompleto repaso del actual estado de situación de 
Sud América para resituarnos en la realidad uruguaya y lo que podría acontecer a partir del 
próximo 1º de marzo.

El surgimiento de un partido militar, la creciente influencia de los grupos religiosos 
neo pentecostales, la alianza de los sectores conservadores -que no está expresada solamente 
a partir de determinados partidos políticos sino de un conglomerado de grupos anti dere-
chos- suponen un peligro real para todo lo que se ha avanzado en materia de derechos y 
específicamente, de derechos de género, derechos laborales y mejora de las condiciones de 
vida de importantes sectores de la población. 

La falta de avances en relación a la historia reciente es un importante debe que sigue 
pendiente y que el Estado -poder militar y sistema de Justicia incluidos- tiene la obligación 
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de responder con la búsqueda de verdad y juzgar a los responsables de los delitos de lesa 
humanidad. El hallazgo de los restos de Eduardo Bleier vuelve a evidenciar el vergonzante 
pacto de silencio de los militares –del cual participa un ex candidato- respecto a los abe-
rrantes hechos del pasado.

También estarán en juego los contenidos de la educación y la salud donde ya se avizo-
ran corrientes privatizadoras que podrían determinar el aumento de las diferencias sociales 
y económicas que sostienen la visible inequidad que muestra nuestra sociedad. También 
estarán los temas del mundo del trabajo y de la seguridad social que ofrecen hoy un pano-
rama preocupante de cara hacia el futuro inmediato.

Todo lo enumerado afecta a los derechos humanos en su conjunto y podría resultar en 
una afectación mayor de los mismos en la medida que se hagan realidad ciertos anuncios 
realizados por distintas fuerzas políticas en sus programas electorales, buscando consagrar 
una especie de “democracia cívico-militar” que sirva como modelo amenazador y autorita-
rio en defensa de privilegios que vienen desde principios de nuestra historia. 

Sin embargo, hay también –tanto en lo local como en lo regional- algunos hechos 
esperanzadores.

En Uruguay, las grandes marchas de los 8 de marzo, la Marcha del Silencio, la del día 
la Diversidad y un conjunto de movilizaciones realizadas a lo largo del año, muestran que la 
gente sigue reclamando por sus derechos y resistiendo el embate de los grupos que quieren 
retornar al pasado en materia de derechos.

El trabajo por el No a la Reforma, con la consigna de “el miedo no es la forma” fue muy 
intenso y mostró el rechazo mayoritario de la población y, en particular, el compromiso de 
los jóvenes contra el autoritarismo y la militarización de la sociedad, logrando que la refor-
ma no fuera aprobada. 

En Argentina, la derrota de Macri demuestra el rechazo a las presiones del FMI y a 
las políticas antipopulares y de empobrecimiento de la población que propugnan las elites 
conservadoras. En Brasil, la reciente liberación de Lula da Silva muestra la falsedad de su 
procesamiento y da un renovado aire de esperanza a la lucha del pueblo brasileño. Por todo 
lo señalado, tanto la actualidad como el próximo año 2020 marcan momentos en los que 
será imprescindible encontrarse, potenciar la lucha de la sociedad civil y del conjunto de las 
fuerzas sociales para proponer alternativas y formas de participación creativas y eficaces que 
rescaten la lucha por los derechos y por la dignidad de la vida. 

En este informe intentamos señalar algunos puntos sobre los que creemos, es necesario 
informarse y reflexionar. Esperamos que aporten a lo que cada uno/a, individual o colecti-
vamente, pueda generar -tanto en pensamiento como en acción-, para ir transformando el 
lugar social que ocupamos.
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Perico (Luis Pérez Aguirre) señalaba que ese lugar social “es el punto a partir del cual 
uno percibe y comprende la realidad y trata de actuar en ella… Es a partir del mundo de los 
pobres que debemos intentar leer la realidad social y comprometernos en su transformación de-
fendiendo los derechos de los empobrecidos”… La pregunta fundamental que nos hacemos es la 
de saber de qué lado uno se sitúa. O cómplice de los poderosos y ricos o solidario con los pobres”. 



Derechos Civiles 
y Políticos

Foto: Agustín Fernández





Memoria e 
impunidad

Foto: Martha Passeggi
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El Juicio por la Operación Cóndor en Italia
Buscando verdad y justicia más allá de las fronteras1

Francesca Lessa2

El 8 de julio de 2019, a las cinco de la tarde de un caluroso verano italiano, la Primera 
Corte de Asís de Apelación de Roma dictó sentencia en el juicio sobre la Operación Cón-
dor que había empezado más de 20 años atrás, en junio de 1999. La Presidenta, Jueza Aga-
tella Giuffrida, leyó la resolución que confirmaba las condenas a cadena perpetua dictadas 
en primera instancia en enero de 2017 en contra de los altos mandos. Además, la Corte 
revertió las absoluciones establecidas dos años atrás, condenando en segunda instancia a la 
misma pena de prisión perpetua a 18 imputados más, considerando a todos como respon-
sables de los asesinatos de 18 ciudadanos italianos y de 20 uruguayos cometidos en el marco 
de la coordinación represiva entre setiembre de 1973 y junio de 1980. Sin lugar a duda, el 
logro de este histórico veredicto se debe principalmente al esfuerzo incansable de los/as 
familiares de las víctimas, y de los/as abogados/as y ONG que los/as acompañaron en estas 
décadas de lucha por verdad y justicia, cruzando el Océano Atlántico. 

A casi 45 años de la fundación de la Operación Cóndor en Santiago de Chile, es perti-
nente abordar varias preguntas en relación con la búsqueda de justicia por los delitos trans-
nacionales que se cometieron en el marco del terrorismo de Estado en Suramérica. ¿Cómo 

1	 Foto: de izquierda a derecha: Nila Heredia (Familiares de Bolivia), y luego abogados Mario Angelelli, Ar-
turo Salerni, y Andrea Speranzoni. Adelante: Jorge Ithurburu, ONG 24 marzo, con la sentencia en las manos. 
2	 Investigadora, Centro Latinoamericano, Universidad de Oxford, Reino Unido. Consultora Internacional 
del Observatorio Luz Ibarburu, Uruguay.

Foto: Francesaca Lessa
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se logró la condena en Italia de 24 policías, militares, y civiles de Uruguay, Bolivia, Perú, y 
Chile? ¿Cómo se entrelaza este proceso judicial con la lucha contra la impunidad en Uru-
guay? ¿Cuál es el resultado de este juicio que se extendió por más de 20 años?

En las siguientes páginas se ofrecen algunas respuestas, primero discutiendo breve-
mente las características de la coordinación represiva que en la década de los 1970 sembró 
terror sin fronteras a lo largo y ancho de Suramérica. Después, se analizará como los ante-
cedentes del juicio italiano se tienen que buscar en Uruguay y la larga lucha contra la Ley de 
Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado, que por 25 años bloqueó las posibilidades 
de lograr justicia en los tribunales de ese país. El enfoque hacia Uruguay es necesario ya que 
la mayoría de las víctimas e imputados en el juicio de Italia son ciudadanos de Uruguay y, 
al mismo tiempo, fue en Uruguay donde tuvo origen esta causa. Finalmente, se describirán 
las características del juicio en Roma y se brindará un análisis preliminar de la relevancia de 
esta sentencia para Uruguay, que se encuentra aún en una situación caracterizada por una 
parálisis de los juicios por los delitos de lesa humanidad. 

1. Uruguay y la coordinación represiva 

Juan Pablo Recagno era estudiante de la Facultad de Arquitectura y militante del Fren-
te Estudiantil Revolucionario (FER) en Uruguay.3 Fue detenido en junio de 1972 a raíz 
de su militancia política y permaneció recluido en varios cuarteles y prisiones, incluyendo 
el Regimiento 5 de Artillería, hasta julio de 1973 cuando fue liberado bajo el régimen de 
libertad vigilada4. A fines de 1973, decidió radicarse en la Argentina, donde podía conti-
nuar su actividad política. Pero, los tentáculos de la dictadura uruguaya alcanzaban hasta la 
otra orilla del Rio de la Plata. A comienzos de junio de 1974, la Policía Federal Argentina 
detuvo y fichó a Juan Pablo, conjuntamente con otros 99 ciudadanos uruguayos que vivían 
en Buenos Aires, durante una actividad de oposición a la dictadura uruguaya que tuvo lu-
gar en la Federación de Box en la capital argentina. Desde el exilio, Juan Pablo participó 
en 1975 en la creación del Partido por la Victoria del Pueblo (PVP). Posteriormente, el 
1º de octubre de 1976, un grupo de agentes uruguayos y argentinos que operaban de ma-
nera conjunta en el marco de la Operación Cóndor lo secuestraron, fue posteriormente 
detenido y torturado con otros/as militantes del PVP en el centro clandestino conocido 
como “Automotores Orletti” en Buenos Aires5. Juan Pablo fue apresado en el marco de la 
segunda ola represiva desatada contra el PVP en Buenos Aires, ocurrida entre setiembre y 

3	 Ficha perteneciente a Recagno Ibarburu, Juan Pablo, Secretaria de Derechos Humanos para el Pasado Re-
ciente de Uruguay, https://www.gub.uy/secretaria-derechos-humanos-pasado-reciente/comunicacion/publi-
caciones/ficha-perteneciente-recagno-ibarburu-juan-pablo 
4	 “Plan Cóndor - El alegato del Ministerio Público Fiscal,” República Argentina, https://www.mpf.gob.ar/
plan-condor/#el-alegato página 740. 
5	 Sentencia en las causas 1.504, 1.951, y 2.054 del registro del Tribunal Oral en lo Criminal Federal N° 1 de 
Buenos Aires, 9 de agosto de 2016, página 2.864. 
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octubre de 1976, la primera fue entre junio y julio del mismo año. A la fecha, Juan Pablo 
sigue desaparecido. 

Juan Pablo Recagno fue una de las más de 500 víctimas de la llamada coordinación 
represiva que funcionó en Suramérica entre fines de los 1960 y comienzo de los 1980. La 
conocida “Operación Cóndor” se refiere al periodo más brutal y de cooperación más siste-
mática entre los países de la región durante esas décadas. Los regímenes de Argentina, Bo-
livia, Chile, Paraguay y Uruguay firmaron el acuerdo fundacional de la Operación Cóndor 
el 28 de noviembre de 1975 en Santiago de Chile. Posteriormente, Brasil se sumó en 1976, 
y en 1978 Perú y Ecuador. Sin embargo, la coordinación represiva había empezado a fun-
cionar mucho antes de fines de 1975. Los países suramericanos ya compartían inteligencia 
y llevaban adelante operaciones conjuntas desde los primeros años 1970, intensificando 
su accionar cada vez más y, especialmente, después del golpe de Pinochet en Chile, el 11 
de setiembre de 1973. Las víctimas de la represión sin fronteras sufrieron las violaciones 
más básicas de sus derechos: detenciones arbitrarias, ejecuciones extrajudiciales, torturas y 
tratos inhumanos, desapariciones forzadas, violencia sexual y hasta el robo de niños/as y su 
apropiación ilegal por agentes de seguridad. 

En el marco de mi investigación sobre la Operación Cóndor, he compilado una base 
de datos que registra las víctimas de la coordinación represiva entre 1969 y 19816. Segui-
mos agregando casos a la misma (tarea que se concluirá en 2020), pero hasta la fecha hemos 
podido confirmar como la coordinación represiva afectó por lo menos a 556 víctimas que 
provenían de todos los países de la región. La represión sin fronteras perjudicó de manera 
especial a los ciudadanos de Uruguay que, con 271 víctimas, representan casi la mitad de los 
casos (49%), seguido por chilenos y argentinos (ver gráfico). 
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6	 Ver “Base de Datos sobre Violaciones Transnacionales de Derechos Humanos en Sur América,” https://
sites.google.com/view/operationcondorjustice/database?authuser=2 
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De estos casos, hemos podido comprobar que 284 se refieren a víctimas de secuestros 
ilegales y torturas, incluyendo aquí a 13 niños/as y menores de edad; 199 fueron víctimas 
de desaparición forzada, 65 de homicidios y 8 intentos de asesinato. Sin duda alguna, la in-
formación en la base de datos confirma las palabras de los jueces argentinos que definieron 
en 2016 a su propio país como un “coto de caza” en el que centenares de exiliados latinoa-
mericanos fueron cercados por la coordinación represiva7. Efectivamente, el 79% de los 
delitos se cometieron en territorio argentino, afectándose ahí a 440 de las 556 víctimas. En 
pleno auge de la Operación Cóndor, el 28 de setiembre de 1976, el agente del FBI Robert 
Scherrer, con base en la embajada de EEUU en Buenos Aires, afirmaba en un cable enviado 
a Washington que “los miembros de ‘Operación Cóndor’ que muestran más entusiasmo 
hasta la fecha son Argentina, Uruguay y Chile. Estos últimos han colaborado en operacio-
nes conjuntas en contra de blancos terroristas principalmente en la Argentina”8. Durante 
esos años de terror se evidenciaba que Argentina, Uruguay, y Chile eran los regímenes más 
dedicados a reprimir a sus opositores políticos más allá de cualquier frontera. 

2. Luchas contra la impunidad en Uruguay

Después de más de una década bajo dictadura (1973-1985), la democracia volvió al 
Uruguay a raíz de negociaciones entre las Fuerzas Armadas (FFAAs) y los representantes de 
los partidos políticos que se sellaron en el Pacto del Club Naval, firmado el 3 de agosto de 
1984.9 Esta “salida pactada”, la elección del Presidente Julio María Sanguinetti del Partido 
Colorado a fines de 1984, y el poder residual de las FFAAs produjeron al comienzo una 
democracia tutelada, en la que los límites del accionar del nuevo gobierno democráticos 
estaban bien marcados. Esto se veía más claramente en la esfera de los derechos humanos. 
El gobierno de Sanguinetti argumentaba que era necesario dar vuelta a la página, que no 
había “que tener los ojos en la nuca,” y que la investigación de los hechos del pasado reciente 
solamente podía provocar a las FFAAs, causando nuevamente una situación de desestabi-
lización institucional10. Con el paso del tiempo, la política de impunidad impulsada por el 
gobierno se hizo más evidente y se concretó el 22 de diciembre de 1986, cuando el Parla-
mento votó la sanción de la Ley 15.848 de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado 
(Ley de Caducidad), apenas unas horas antes de que militares retirados – incluyendo al 
conocido José Nino Gavazzo – tenían que presentarse en los tribunales para declarar sobre 
las graves violaciones de derechos humanos cometidas bajo la dictadura.

7	 Sentencia Cóndor Argentina, página 1.225. 
8	 El cable secreto de la Embajada de EEUU en Buenos Aires se puede consultar en esta página de la ONG 
National Security Archive https://nsarchive2.gwu.edu/NSAEBB/NSAEBB8/docs/doc23.pdf 
9	 Lessa, Francesca. ¿Justicia o impunidad? Cuentas pendientes en el Uruguay post-dictadura (Montevideo: 
Penguim Random House, 2014). A mediados de los 1980, estaban volviendo a la democracia también Argen-
tina y Brasil, mientras que Chile y Paraguay salieron de sus dictaduras a fines de los 1980. 
10	 Demasi, Carlos y Yaffé, Jaime. Vivos los llevaron...Historia de la lucha de Madres y Familiares de Uruguayos 
Detenidos Desaparecidos (1976-2005). (Montevideo: Trilce, 2005).



M
em

o
ri

a
 e

 im
pu

n
id

a
d

23

La Ley de Caducidad encarnaba la política de impunidad institucional del gobierno. 
El Estado renunciaba a la pretensión de punir a los delitos cometidos por militares y policías 
durante los años de la dictadura. Cada denuncia recibida por la justicia debía ser remitida 
al Poder Ejecutivo, quien decidía si se aplicaba la ley. Durante los gobiernos de Sanguinetti 
(1985-1990 y 1995-2000), y Lacalle (1990-1995), cualquier denuncia se archivaba casi 
automáticamente por aplicación de la Ley de Caducidad. A pesar de incansables esfuerzos 
de los familiares y organizaciones de derechos humanos, quienes lograron convocar un re-
feréndum para derogar la ley el 16 de abril de 1989, una situación de impunidad absoluta 
existió en Uruguay hasta el 2002. Muchos investigadores, tantos locales como extranjeros, 
han estudiado a fondo la Ley de Caducidad y las diferentes manifestaciones de la impuni-
dad, que no vamos a repetir aquí11. Simplemente, es importante resaltar como la existencia 
de dicha ley consolidó un panorama de impunidad aparentemente inatacable en el país, 
aun a pesar de recibir críticas a nivel nacional e internacional, inclusive por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que cuestionó la validez de dicha ley tan 
tempranamente como octubre de 199212. 

Ya en los 1980, muchos/as sobrevivientes y familiares de uruguayos/as habían denun-
ciado en tribunales de otros países las violaciones de derechos humanos de las que habían 
sido víctimas. Silvia y María Bellizzi recuerdan que en 1981 familiares de detenidos desa-
parecidos y asesinados residentes en Italia habían presentado ahí una querella por todas las 
víctimas de origen italiano que finalmente no prosperó13. Asimismo, el 22 de febrero de 
1984, Enrique Rodríguez Larreta Piera, reconocido periodista uruguayo y sobreviviente 
del llamado primer vuelo, denunció en Buenos Aires - con el patrocinio de abogados del 
Centro de Estudios Legal y Sociales (CELS) como Emilio Mignone - a varios jerarcas mili-
tares y civiles de las dictaduras de Argentina y de Uruguay, entre ellos a Jorge Rafael Videla, 
Juan Carlos Blanco, y Julio César Vadora14. Con estos antecedentes y, además, inspirados 
por el llamado “efecto Pinochet”15, es decir el impacto a nivel mundial desatado por la 
detención en Londres a fines de 1998 del General chileno Augusto Pinochet acusado de 
graves violaciones a los derechos humanos, los familiares uruguayos decidieron recurrir a 
los tribunales de Roma. Fue así que hacia fines de los 1990 surgió la idea en Uruguay, como 
recuerda la ex fiscal penal Mirtha Guianze, debido a que “no se veía en ese momento un 

11	 Fried, Gabriela y Francesca Lessa (compiladoras). Luchas contra la impunidad: Uruguay 1985-2011. 
(Montevideo: Trilce, 2011); Marchesi, Aldo (organizador). Ley de Caducidad: Un tema inconcluso. (Montevi-
deo: Trilce, 2013); y Rico, Álvaro (coordinador). Cómo votaron los partidos en el plebiscito contra la caducidad 
en 2009 y la historia contra la impunidad 2006-2013. (Montevideo: Trilce, 2014). 
12	 CIDH. “Informe 29/92,” 2 de octubre de 1992, OEA/Ser.L/V/II.83, Doc. 14, https://www.cidh.oas.org/
annualrep/92span/Uruguay10.029.htm 
13	 Entrevista a Silvia y María Bellizzi, 13 de febrero de 2018. 
14	 Denuncia 42.335 bis: ‘Rodríguez Larreta Piera, Enrique s/denuncia”, presentada al Juzgado N. 22 Secreta-
ria N. 148 de la ciudad de Buenos Aires. Archivo Histórico del CELS, consultado el 14 de marzo de 2018. 
15	 Roht-Arriaza, Naomi. The Pinochet Effect: Transnational Justice in the Age of Human Rights. (Philadelphia: 
University of Pennsylvania Press, 2006).
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panorama esperanzador o de cambio para volver a intentar reabrir a los juicios, debido a la 
posturas de los tribunales inferiores que clausuraban toda denuncia con la Ley de Caduci-
dad y la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia que la había considerado constitu-
cional en 1988”16. 

3. Denunciar en Italia

Aurora Meloni, esposa de Daniel Banfi quien fue asesinado por la coordinación re-
presiva en octubre de 1974 en Buenos Aires juntos con otros dos exiliados uruguayos, Luis 
Latronica y Guillermo Jabif, recuerda como en los primeros meses de 1999 el entonces 
diputado Felipe Michelini la invitó a participar en una reunión en la sede de SERPAJ en 
Montevideo, cuyo propósito era presentar una denuncia en Italia.17 En esa reunión par-
ticiparon figuras claves de la lucha contra la impunidad en el país, como María Bellizzi, 
Luz Ibarburu, Marta Casal Gatti, Filomena Narducci, Javier Miranda, y Raúl Olivera en 
representación de la Secretaría de Derechos Humanos del PIT-CNT18. Se sumó posterior-
mente a la denuncia Cristina Mihura, otra uruguaya que vivía en Italia, quien desde hacía 
tiempo colaboraba con Luz Ibarburu y María Esther Gatti, ya que sus seres queridos habían 
desaparecido en la misma ola represiva contra el PVP de fines de setiembre y comienzo de 
octubre de 197619. 

En mayo de 1998, después de más de una década, las investigaciones sobre los delitos 
cometidos durante la dictadura argentina y con imputados como el Comandante del Pri-
mer Cuerpo del Ejercito Suárez Mason y Emilio Massera, integrante de la Junta Militar de 
1976, finalmente empezaban a dar sus primeros pasos en Italia20. Fue en ese contexto que 
el abogado Giancarlo Maniga presentó en Roma el 9 de junio de 1999 la primera denuncia 
que dio origen al posteriormente llamado juicio Operación Cóndor21. Esa primera querella 
fue firmada por Aurora Meloni, Cristina Mihura, María Esther Gatti, Luz Ibarburu, y Ma-
ría Bellizzi, en relación a cinco víctimas ítalo-uruguayas: Daniel Banfi, Bernando Arnone, 
María Emilia Islas, Juan Pablo Recagno y Andrés Bellizzi, quienes habían sido asesinados o 
desaparecidos en Argentina entre 1974 y 1977. Estaba también la argentina Claudia Alle-
grini como denunciante por su esposo, Lorenzo Viñas Gigli, ciudadano ítalo-argentino 
que había desaparecido en la frontera con Brasil en 1980. El código penal italiano no con-
templa -como el español que se usó en el caso Pinochet- la jurisdicción universal. En Roma, 
se utilizó el artículo 8 que autoriza la investigación de delitos políticos cometidos contra 
ciudadanos italianos en el exterior, si el Ministro de Justicia autoriza la jurisdicción de las 

16	 Entrevista a Mirtha Guianze, 4 de mayo de 2018. 
17	 Entrevista a Aurora Meloni, 21 de setiembre de 2019. 
18	 Ver tambien Nadia Angelucci, “Juicio por Plan Cóndor: 40 años y 11.000 kilómetros en busca de justicia”, 
La Diaria, 6 de julio de 2019. 
19	 Entrevista con Cristina Mihura, 15 de diciembre de 2017. 
20	 Caporale, Francesco. Desaparecidos: Note a margine di tre processi. (Bologna: Qudu Libri, 2015).
21	 Entrevista a Giancarlo Maniga, 4 de junio de 2018.
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cortes de Roma para tal propósito. El Ministro Oliviero Diliberto aprobó la investigación 
el 8 de julio de 1999. 

Giancarlo Capaldo fue el fiscal que llevó adelante la etapa de investigación, que fue 
muy profunda y detallada, extendiéndose por varios años. En diciembre del 1999 viajó 
rumbo al Cono Sur para entrevistarse con los familiares de las víctimas y recopilar informa-
ción. Posteriormente, viajó a España e inclusive a EEUU en 2001, llegando a entrevistarse 
ahí con Michael Townley, el temido agente de la DINA (policía secreta) chilena. Debido 
a una investigación tan amplia y compleja, Capaldo trabajó conjuntamente con los jueces 
Garzón de España, Leloir de Francia, y sus pares en Argentina y Uruguay que estudiaban 
casos vinculados22. Asimismo, contrató a la doctora Giulia Barrera de los archivos del esta-
do italiano, junto a historiadores e investigadores, para abordar la abundante prueba docu-
mental que provenía de los archivos de distintos países, tanto de Latinoamérica como de 
EEUU. El fiscal finalmente, analizando a todo el material reunido, decidió estructurar la 
causa alrededor de la llamada Operación Cóndor, que era el eje común de los casos. 

Siete años después, el fiscal cerró la etapa de pre-sumario el 10 de julio de 2006. En 
ese momento, Capaldo pidió la detención de 146 imputados, entre ellos jefes de estados 
como Pinochet, Videla, Stroessner y Bordaberry, militares como Contreras, civiles como 
Blanco y policías: Entre ellos había 61 argentinos, 33 uruguayos e 23 chilenos23. De estos 
146 acusados, solo 33 quedaron al momento en que el 12 de febrero de 2015 empezó la 
fase oral y publica del juicio en el tribunal de Roma; los imputados estaban acusados de la 
muerte de 43 personas entre el 1973 y 1980. Varios acusados como Pinochet y Stroessner 
murieron antes de que empezara el juicio, mientras que todos los imputados argentinos 
quedaron afuera de la causa, ya que la Argentina estaba realizando su propio juicio sobre la 
Operación Cóndor. El juicio argentino culminó el 27 de mayo de 2016 con la condena de 
15 de los 17 imputados, entre ellos el coronel uruguayo Juan Manuel Cordero Piacentini 
a 25 años por el secuestro de 11 ciudadanos uruguayos en 1976 en Buenos Aires24. La Sala 
IV de la Cámara Federal de Casación Penal confirmó todas las condenas en mayo de 2018.

La causa italiana estaba compuesta por tres cuerpos. Existía un primer dossier del año 
1998 en el que se había denunciado el asesinato de cuatro ciudadanos ítalo-chilenos entre 
1973 y 1976. Ellos eran: Juan Bosco Maino Canales, Juan José Montiglio Murúa, Jaime Pa-
tricio Donato Avendaño, y Omar Venturelli Leonelli. El segundo dossier – definido Ope-
ración Cóndor – abarcaba, por un lado, al secuestro de seis ciudadanos ítalo-argentinos: 
Mafalda Corinaldesi en Argentina; Luis Stamponi en Bolivia; Alejandro José Logoluso Di 
Martino y Dora Marta Landi en Paraguay; Lorenzo Ismael Viñas Gigli y Horacio Domin-

22	 Entrevista a Giancarlo Capaldo, 13 de diciembre de 2017. 
23	 Ver el documento: Richiesta di misure cautelari nel Procedimento penale n. 31079/05 R.G.N.R. formula-
te dal Pubblico Ministero, Dott. Giancarlo Capaldo, il 10 luglio 2006 en la página de 24marzo.it 
24	 Lessa, Francesca. “Justicia sin fronteras: El juicio por el Plan Cóndor,” en SERPAJ, Derechos Humanos en el 
Uruguay: Informe 2016. (Montevideo: SERPAJ), páginas 25 a 41. 
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go Campiglia en Brasil. Por el otro, estaban los casos de 13 ciudadanos ítalo-uruguayos, 
todos secuestrados en la Argentina: Daniel Álvaro Banfi Baranzano; Andrés Humberto 
Bellizzi Bellizzi; Héctor Orlando Giordano Cortazzo; Gerardo Francisco Gatti Antuña; 
Armando Bernardo Arnone Hernández; Edmundo Sabino Dossetti Techeira; Ileana Sara 
María García Ramos de Dosetti; Yolanda Iris Casco Ghelpi de D’Elia; Julio César D’Elia 
Pallares; Raúl Edgardo Borrelli Cattaneo; Raúl Gambaro Núñez; María Emilia Islas Gat-
ti de Zaffaroni y Juan Pablo Recagno Ibarburu. Finalmente, el ultimo dossier se refería a 
18 uruguayos y dos argentino-uruguayos secuestrados en el marco del Cóndor en Buenos 
Aires entre diciembre de 1977 y enero de 1978. Ellos eran: Alberto Corchs Laviña; Ele-
na Paulina Lerena Costa de Corchs; Alfredo Fernando Bosco Muñoz; Guillermo Manuel 
Sobrino Berardi; Gustavo Alejandro Goycochea Camacho; Graciela Noemi Basualdo No-
guera de Goycochea; María Antonia Castro Huerga de Martínez; José Mario Martínez 
Suárez; Aída Celia Sanz Fernández; Elsa Haydee Fernández Lanzani de Sanz; Atalivas 
Castillo Lima; Miguel Ángel Río Casas; Eduardo Gallo Castro; Gustavo Raúl Arce Vie-
ra; Juvelino Andrés Carneiro Da Fontoura Gularte; Carolina Barrientos Sagastibelza de 
Carneiro (argentina-uruguaya); Carlos Federico Cabezudo Pérez; María Asunción Artigas 
Nilo de Moyano; Alfredo Moyano Santander (argentino-uruguayo) y Célica Élida Gómez 
Rosano25. Estos últimos 20 homicidios estaban imputados únicamente al capitán de navío 
Jorge Néstor Tróccoli Fernández, quien había escapado de Uruguay en 2007, cuando allí se 
inició una investigación justamente para aclarar estos asesinatos, buscando refugio en Italia 
donde aún reside26.

El juicio en Roma fue posible gracias a los esfuerzos de los familiares de las víctimas y 
también el apoyo de muchos/as abogados/as italianos/as que los representaban -trabajan-
do la mayoría de ellos de forma honoraria- de la Iglesia Valdés, de los sindicatos italianos, 
y de la ONG “24 marzo” y su presidente Jorge Ithurburu, como de muchos/as periodistas 
que acompañaron el juicio por muchos años. La primera instancia se realizó frente a la 
Tercera Corte de Asís de Roma, presidida por la Jueza Evelina Canale, y con Capaldo y Ti-
ziana Cugini como fiscales. Esta prima fase se extendió casi dos años, desde el 12 de febrero 
de 2015 hasta el 17 de enero de 2017, cuando se dictó sentencia. En esos meses, la Corte 
escuchó el testimonio de más de 130 testigos que incluían familiares de víctimas, sobrevi-
vientes de las diferentes dictaduras del Cono Sur, analistas de documentos como el chileno 
Carlos Osorio que trabaja para la ONG National Security Archive que se ocupa de la des-
clasificación de documentos del gobierno de EEUU, el fiscal del juicio Cóndor argentino 
Pablo Ouviña, y activistas de derechos humanos como el brasileño Jair Krischke. El 17 de 

25	 Toda la información sobre las víctimas viene de la página de la ONG 24 marzo http://www.24marzo.it/
index.php?module=pagemaster&PAGE_user_op=view_page&PAGE_id=483&MMN_position=184:184 
26	 En octubre de 2009, resultaron condenados el ex dictador Gregorio Álvarez y el marino Juan Carlos Larce-
beau por los homicidios cometidos en el marco de la represión contra los grupos GAU-MLN-PCR. Ver Smink, 
Veronica. “Uruguay condena a ex mandatario,” BBC Mundo, 22 de octubre de 2009, https://www.bbc.com/
mundo/america_latina/2009/10/091022_1733_uruguay_condena_gm 
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enero de 2017, la Corte fue la primera en Europa en reconocer la existencia de la Operación 
Cóndor y condenó a ocho oficiales de alta jerarquía a la pena de cadena perpetua por ser 
los autores intelectuales de esa red criminal transnacional. Ellos eran: Juan Carlos Blanco 
(Uruguay); Luis Arce Gómez y Luis García Meza (Bolivia); Francisco Morales Bermúdez, 
Pedro Richter Prada, y Germán Ruiz Figueroa (Perú); y Rafael Valderrama Ahumada, y 
Hernán Ramírez Ramírez (Chile). Por otro lado, los jueces absolvieron otros 19 imputa-
dos uruguayos, chilenos, y peruvianos, considerando que no se encontraba suficientemente 
comprobado su papel en los homicidios27. 

Poco después de la sentencia, la fiscalía de Roma –la única empoderada de presentar 
el pedido de apelación según el código penal italiano– apeló la sentencia de primera ins-
tancia, con el objetivo de revertir las absoluciones. La segunda etapa del juicio tuvo lugar 
frente a la Primera Corte de Asís de Apelación, compuesta por dos jueces profesionales y 
seis jueces populares, entre el 12 de abril de 2018 y el 8 de julio de 2019. Su presidenta era la 
jueza Agatella Giuffrida. En setiembre de 2018, el abogado Andrea Speranzoni, que repre-
sentaba la República Oriental del Uruguay en la apelación28 y varios familiares, junto con 
su colega Alicia Mejía, viajaron a Montevideo y Buenos Aires para tener acceso a la nue-
va documentación que había sido recientemente hallada. Gracias a este viaje, Speranzoni 
presentó al tribunal 13 nuevos documentos de archivos que habían salido a la luz después 
de dictarse la sentencia de primera instancia. El 21 de diciembre de 2018, respondiendo al 
pedido del abogado, la Corte resolvió reabrir parcialmente la investigación en apelación. 
Rechazó la solicitud de escuchar nuevos testigos, pero sí aceptó incorporar a 12 de los 13 
nuevos documentos brindados por Speranzoni, que provenían principalmente del archivo 
de los Fusileros Navales de Uruguay (FUSNA) y documentos desclasificados del gobierno 
de EEUU. El objetivo era poder complementar la abundante prueba ya presentada en pri-
mera instancia con estos nuevos archivos que no estaban disponibles en ese entonces. Se 
pretendía demonstrar con este doble conjunto de prueba como los imputados absueltos no 
habían tenido un rol segundario en los homicidios, sino que habían participado directa y 
activamente en su planificación y en los operativos de secuestros, que eran al paso anterior 
a su asesinato. 

Como adelantamos al comienzo, la tarde del 8 de julio de 2019, la Corte de Apelación 
no solamente confirmó las condenas ya dictadas en primera instancia, sino que condenó 
a la misma pena de cadena perpetua a 18 imputados que había sido absueltos en 2017, en 
relación a 38 homicidios29. Los nuevos condenados son 12 uruguayos: Pedro Mato Nar-

27	 “Desaparecidos, processo Condor: 8 ergastoli e 19 assoluzioni,” La Repubblica, 17 de enero de 2017, 
https://www.repubblica.it/cronaca/2017/01/17/news/desaparecidos_assise_8_ergastoli_e_19_assoluzio-
ni-156247261/ 
28	 En la primera instancia, el abogado fue Fabio Maria Galiani. 
29	 Al comienzo del juicio se investigaron los homicidios de 43 víctimas en el juicio. Pero, por la muerte de 
varios imputados –ver nota siguiente– se tuvieron que excluir del juicio los siguientes asesinatos: dos uruguayos 
- Andrés Humberto Bellizzi Bellizzi y Héctor Orlando Giordano Cortazzo, dos argentinos - Alejandro José 
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bondo, José Gavazzo Pereira, José Arab Fernández, Ricardo Medina Blanco, Luis Mauren-
te Mata, José Sande Lima, Ernesto Soca, Ernesto Ramas Pereira, Jorge Silveira Quesada, 
Gilberto Vázquez Bisio, Jorge Néstor Tróccoli, y Juan Carlos Larcebeau; 5 chilenos, Pedro 
Octavio Espinoza Bravo, Daniel Aguirre Mora, Carlos Luco Astroza, Orlando Moreno 
Vásquez y Manuel Abraham Vásquez Chauan, y un peruano, Martín Martínez Garay.30 Los 
familiares y sus abogados/as no podían contener la emoción y satisfacción de haber logrado 
tal veredicto. 

4. Justicia al fin 

Este veredicto reciente se suma a una larga lista de causas judiciales que han intentado 
investigar los delitos de la coordinación represiva en los años del terrorismo de Estado en 
diferentes países del Cono Sur y hasta en Europa y EEUU. Hasta la fecha, existieron por los 
menos 34 causas judiciales que acontecieron en Argentina, Chile, Uruguay, Italia, EEUU, 
Paraguay, Brasil, Francia, y Perú. De éstas, en 21 ya se dictó por lo menos una sentencia 
de primera instancia, dos fueron archivadas, 10 siguen en etapa de investigación y una se 
encuentra actualmente en juicio. Hemos contabilizado que, hasta la fecha, 87 oficiales mi-
litares, policías, y civiles de Argentina, Bolivia, Chile, Perú, Paraguay y Uruguay han sido 
condenados por los crímenes cometidos en contra de 214 víctimas de la coordinación re-
presiva. Además de investigar los delitos de lesa humanidad que se cometieron en el marco 
de la represión transnacional y condenar a sus responsables, la sentencia dictada en Roma 
constituye también una clara advertencia a todas aquellas personas que hoy en día están 
cometiendo delitos de esta naturaleza. A pesar de las demoras y de los obstáculos, nadie está 
afuera del alcance de la ley y de la justicia y, tarde o temprano, aquellos que perpetran tan 
graves crímenes tendrán que responder por ellos frente a los tribunales. 

Específicamente en Uruguay, esta sentencia es especialmente importante porque per-
mitió llegar a la condena de dos ex militares, Jorge Néstor Tróccoli y Pedro Mato Nar-
bondo, que años atrás se habían escapado del país precisamente para evitar que la justi-
cia investigara su accionar durante la dictadura. Si la condena se confirmara en Casación, 
Tróccoli tendrá que cumplir la sentencia de cadena perpetua en cárceles italianas. Por otro 
lado, Mato Narbondo se encuentra prófugo de la justicia uruguaya desde 2013 y reside 
actualmente en Brasil, presumiblemente en la ciudad fronteriza de Santana do Livramento. 

Logoluso Di Martino y Dora Marta Landi, y la argentina Mafalda Corinaldesi por cuyo homicidio solamente 
fue absuelto Juan Carlos Blanco. Por más detalles: http://www.24marzo.it 
30	 La Corte también confirmó la absolución del imputado uruguayo Ricardo Eliseo Chávez Domínguez. 
Durante los últimos años, fallecieron los siguientes imputados y/o condenados en el juicio: 1. Arellano Stark, 
Sergio Víctor; 2. Contreras Sepúlveda, Juan Manuel Guillermo; 3. Ramírez Pineda, Luis Joaquín; 4. Moren 
Brito, Marcelo Luis Manuel; 5. Paulós, Iván; 6. Álvarez Armellino, Gregorio Conrado; 7. García Meza Tejada, 
Luis; y 8. Richter Prada, Pedro. 
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Recientemente, una investigación de Brecha sacó a la luz que este militar sigue cobrando su 
jubilación desde el exterior31. 

El día siguiente a la lectura de la sentencia, en una conferencia de prensa organizada 
en la Fundación Basso en Roma, algunos/as de los/as abogados/as ofrecieron un análisis 
preliminar de la decisión de la Corte, hasta que la misma difunda sus fundamentos en enero 
de 2020. Todos/as los/as letrados/as coincidieron en resaltar como la sentencia de primera 
instancia y de apelación tienen que leerse de forma conjunta, ya que se encuentran estre-
chamente vinculadas. La abogada Alicia Mejía, quien representaba a los familiares de Aida 
Sanz en el juicio, resaltó como “por un lado, la sentencia de primera instancia reconoce la 
existencia de la Operación Cóndor e identifica a sus principales responsables, es decir los autores 
intelectuales de ese plan criminal; por el otro, la sentencia de apelación reafirma la existencia 
del plan y declara además la responsabilidad de determinados sujetos en hechos delictivos espe-
cíficos’. La condena de los imputados originalmente absueltos se pudo lograr, según Mejía, 
‘gracias a una lectura conjunta que hizo la Corte de todos aquellos elementos que ya se encon-
traban en la causa desde la primera instancia y el aporte de la nueva documentación que se 
agregó en la apelación’. Asimismo, el abogado Giancarlo Maniga, quien había presentado la 
querella original en junio de 1999, afirmó que hubo una confirmación de la sentencia de 
primera instancia a la que se adjuntaron otros condenados. Según el abogado, es altamente 
probable que la Corte enmarcó los crímenes cometidos en la figura legal de ‘concurso’ de 
varias personas en la comisión de un delito. En este sentido, tanto la fiscalía como los/as 
abogados/as habían argumentado que el patrón de secuestros, detenciones ilegales, y tor-
turas, que terminaban con la muerte o desaparición de las víctimas era sistemático en ese 
periodo. Por lo tanto, los imputados que trabajaban en los engranajes de la represión sabían 
que el objetivo final de cualquier operación era la eliminación física de los opositores polí-
ticos. Finalmente, Andrea Speranzoni dedicó la sentencia a todas las víctimas y familiares 
que tuvieron que vivir estos hechos e hizo referencia la ‘justicia posible,’ remarcando como 
siempre van a existir fiscales, abogados/as y ONG atentas y dispuestas a denunciar e inves-
tigar los delitos de lesa humanidad en cualquier lugar del mundo. 

Conclusión: La impunidad fáctica en Uruguay

La sentencia dictada en Roma tuvo un fuerte impacto en Uruguay ya que es ahí, como 
hemos visto, que se encuentran los origines de este juicio y, además, el Estado se constituyó 
como querellante en el proceso, siendo el único país de Sur América en tomar ese papel. 
Una sentencia tan contundente de parte de los jueces italianos marca un claro contraste con 
la situación de paralización de los juicios en Uruguay en los últimos años. Desde el 2012, 
solamente se han dictado siete sentencias de primera instancia en el país, llegando a un total 
de 13 veredictos en relación a los juicios por delitos de lesa humanidad en los últimos quin-
ce años. Como se afirma en un reciente informe del Observatorio Luz Ibarburu, los juicios 

31	 Mauricio Pérez, ‘Vivo, y de vivo’, Brecha, 6 de setiembre de 2019. 
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penales se encuentran en una situación de parálisis y el proceso de búsqueda de verdad y 
justicia está básicamente estancado en el país32. 

Si tomamos una perspectiva regional comparativa podemos ver que, tanto Argentina 
como Chile han avanzado mucho más en la persecución penal de los delitos de sus respec-
tivas dictaduras. En Argentina, según estadísticas de julio de 2019 proporcionadas por el 
Ministerio Publico Fiscal, existen 591 causas por delitos de lesa humanidad, de las que 22 
se encuentra en etapa de juicio, habiéndose dictado sentencia en 226 de ellas: esto repre-
senta un 38% del total. Por otro lado, de las 3.202 personas investigadas, ya se condenaron 
a 915 mientras que 144 fueron absueltas33. Por otro lado, en Chile, hasta 2018, se habían 
dictado 447 sentencias en causas de delitos de lesa humanidad, 53 en causas civiles y 394 en 
causas penales. Hasta diciembre de 2018, había un total de 2.837 personas condenadas en 
primera instancia y 1.346 causas vigentes, de las cuales 1.017 están en etapa investigativa34. 

En comparación, los avances logrados en Uruguay son más escasos. Según la base de 
datos sobre los juicios por los delitos de la dictadura del Observatorio, existen a setiembre 
de 2019, 305 denuncias penales en los tribunales uruguayos. De éstas, el 50% (151 causas), 
se encuentran en la etapa de presumario; el 13% (41 causas), han sido acumuladas a otra, 
mientras que el 30% (94 denuncias), han sido archivadas; solamente 4 están en etapa de su-
mario35. Se ha dictado sentencia de condena únicamente en 13 causas, que corresponde al 
5% del total: entonces el 95% de las denuncias quedan impunes y sin resolución todavía. 
Algunas de estas denuncias penales fueron presentadas en febrero y abril de 1984, cuando 
Uruguay se encontraba aún bajo dictadura. A más de 35 años, los tribunales del país no 
han resuelto dichas causas, constituyendo una situación de denegación de justicia para las 
víctimas y sus familiares. 

A la lentitud de parte de la justicia, se suma además el hecho que el Estado uruguayo 
nunca adoptó ni desarrolló una política pública en relación al tema de derechos humanos 
que abarque a los tres poderes del Estado y que activamente impulse iniciativas para aclarar 
los delitos del pasado reciente. En 2013, el entonces Relator Especial de Naciones Unidas 
Pablo De Greiff señaló después de su visita al Uruguay como los principales impulsores 
de las iniciativas en pos de verdad, justicia, y reparación en el país habían sido las víctimas, 
sus familiares, y las agrupaciones de derechos humanos36. Más recientemente, en mayo de 

32	 “Escrito de Amicus Curiae presentado ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos por el Obser-
vatorio Luz Ibarburu en el Caso Gelman vs. Uruguay,” 5 de setiembre de 2019, https://www.observatorioluzi-
barburu.org/noticias/amicus-audiencia-supervision-sentencia-gelman-vs-uruguay-05092019 
33	 Datos al 30 de junio de 2019, ver https://www.fiscales.gob.ar/wp-content/uploads/2019/07/
Estad%C3%ADsticas-junio-2019-tipograf%C3%ADa.pdf 
34	 “Corte Suprema ha dictado 447 sentencias por violaciones a los derechos humanos entre 2002 y 2018,” 
17 de enero de 2019, https://www.codepu.cl/corte-suprema-ha-dictado-447-sentencias-por-violaciones-a-
los-derechos-humanos-entre-2002-y-2018/ 
35	 Ver referencia Amicus Curiae.
36	 “Informe del Relator Especial sobre la promoción de la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no 
repetición, Pablo de Greiff,” 28 de agosto de 2014, A/HRC/27/56/Add.2. 
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2019, la Comisionada Antonia Urrejola, Relatora para Uruguay y Encargada de la Unidad 
sobre Memoria, Verdad y Justicia de la CIDH apuntó que el Estado uruguayo tenía una 
deuda con todas las víctimas, que era independiente de los gobiernos de turno y que alcan-
zaba a los tres poderes del Estado37. 

La falta de una política pública a nivel del estado se refleja en el actuar de diferentes 
instituciones y en las consecuencias que eso genera a nivel de la justicia. El Fiscal de Corte, 
Jorge Díaz, aseveró en 2017 como no existía una estrategia común de persecución penal 
en el estado y eso generaba el fraccionamiento de decenas de causas en distintos juzgados, 
con distintos operadores. Díaz reconoció además que existe desde las contrapartes, “una 
estrategia común de parte de las defensas [de los militares] de ir dilatando los juicios para 
demorar las resoluciones.” Estos recursos se interponen en cascada, con el único objetivo de 
tender a la dilación de la resolución judicial de las causas y lograr la impunidad biológica de 
los imputados38. Entonces, a la falta de estrategia del Estado, se contrapone una estrategia 
clara y unificada de los defensores de los imputados. Finalmente, cabe mencionar la errática 
jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia que sostiene una postura extremadamente 
conservadora al entender que los delitos cometidos durante la dictadura no constituyen 
delitos de lesa humanidad39. Dicha postura es sumamente anacrónica, desconociendo los 
avances en el Derecho Internacional en materia de derechos humanos desde 1945, y contra-
ria a los estándares interamericanos de derechos humanos, siendo amplia y repetidamente 
cuestionada por Naciones Unidas, Amnistía International, el Centro por la Justicia y el 
Derecho Internacional (CEJIL), y las mismas Comisión y Corte Interamericanas. 

A este panorama de parálisis de los juicios y conservadurismo judicial se opone la sen-
tencia en Roma, que marca un claro camino hacia la persecución penal de los delitos de lesa 
humanidad, más allá de las fronteras. El estado uruguayo, como querellante en ese juicio, 
asumió un compromiso con el tema de derechos humanos que debería materializarse no 
solo en foros en el exterior, sino que en primer lugar en las cortes del país. La creación de la 
Fiscalía Especializada en Crímenes de Lesa Humanidad desde marzo de 2018 ha marcado 
un cambio de rumbo importante, pero los tribunales del país necesitan resolver con la ce-
leridad correspondiente causas judiciales que esperan una sentencia desde hace más de 35 
años. Hasta que esto no suceda, las víctimas y sus familiares tendrán que buscar fuera del 
país la justicia que Uruguay ha sido, hasta la fecha, incapaz de brindarles, incumpliendo así 
sus obligaciones internacionales en derechos humanos.

37	 “CIDH: situación más grave para DDHH en Uruguay es la impunidad,” 29 de mayo de 2019, https://
www.sudestada.com.uy/articleId__525b095e-9d45-4dc8-9f91-914ca96a2fab/10893/Detalle-de-Noticia 
38	 Lucas Silva, “Modernizar la Justicia”, La Diaria, 23 de setiembre de 2017, https://ladiaria.com.uy/articu-
lo/2017/9/modernizar-la-justicia/ 
39	 Jo-Marie Burt y Francesca Lessa, “Nueva decisión de la Suprema Corte de Justicia de Uruguay vuelve a 
poner en peligro la búsqueda de verdad y justicia para los crímenes de la dictadura,” 20 de noviembre de 2017 
https://www.wola.org/es/analisis/nueva-decision-de-la-suprema-corte-de-justicia-de-uruguay-vuelve-poner-
en-peligro-la-busqueda-de-verdad-y-justicia-para-los-crimenes-de-la-dictadura/ 


